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la puesta en marcha de la misma se está realizando garantizando los derechos de las personas más 
desfavorecidas y respetando los principios de equidad, igualdad y universalidad.

2.2.1.2. Análisis de las quejas

2.2.1.2.1. Administración tributaria

2.2.1.2.1.1. Conceptos generales
Con la finalidad de determinar el ámbito material de nuestro análisis en este apartado, que hemos de-
nominado “Administración tributaria”, hemos de indicar que nos estamos refiriendo a una parcela de 
la administración que es la competente para establecer y exigir tributos según el ámbito territorial 
correspondiente: estatal, autonómico o local. Siendo el objeto de nuestro estudio el local, pues las quejas 
que nos llegan de la ciudadanía se circunscriben a dicho ámbito.

En este sentido, interesa acudir a nuestra Constitución, que en su artículo 31 dispone que todos contri-
buirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un 
sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, 
tendrá alcance confiscatorio. Y en su artículo 133, establece: 1º- que la potestad originaria para establecer 
los tributos corresponde exclusivamente al Estado, mediante ley; y 2º- que las Comunidades Autónomas 
y las Corporaciones Locales podrán establecer y exigir tributos, de acuerdo con la Constitución y las leyes.

En este contexto, la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, influida por la Ley 1/1998, de 26 
de febrero, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes -que tuvo por objeto reforzar los derechos 
sustantivos de los contribuyentes y mejorar sus garantías en el seno de los distintos procedimientos 
tributarios, reforzando las correlativas obligaciones de la Administración tributaria- indica en su exposi-
ción de motivos que «los principales objetivos que pretende conseguir la Ley General Tributaria son los 
siguientes: reforzar las garantías de los contribuyentes y la seguridad jurídica, impulsar la unificación 
de criterios en la actuación administrativa, posibilitar la utilización de las nuevas tecnologías y moder-
nizar los procedimientos tributarios, establecer mecanismos que refuercen la lucha contra el fraude, el 
control tributario y el cobro de las deudas tributarias y disminuir los niveles actuales de litigiosidad en 
materia tributaria». 

Así pues, de acuerdo con el artículo 2 de la citada Ley 58/2003, de 17 de diciembre, los tributos son los 
ingresos públicos que consisten en prestaciones pecuniarias exigidas por una Administración pública 
como consecuencia de la realización del supuesto de hecho al que la ley vincula el deber de contribuir, 
con el fin primordial de obtener los ingresos necesarios para el sostenimiento de los gastos públicos. 
Cualquiera que sea su denominación, los tributos se clasifican en tasas, contribuciones especiales e 
impuestos.

Por lo tanto, los tributos son una fuente de ingresos que permiten el diseño de las distintas políticas pú-
blicas y cuyo montante económico anual previsto vendrá reflejado en los presupuestos correspondientes.

En el ámbito local, objeto de nuestro análisis, la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobada me-
diante el Real Decreto legislativo 2/2004, de 5 de marzo, diseña el marco general de recursos financieros 
de las entidades locales en el apartado primero de su artículo 2, estableciendo, entre otros recursos, los 
tributos propios clasificados en tasas, contribuciones especiales e impuestos.

El presupuesto de la Entidad local constituye la expresión de cuánto y en qué puede gastar el gobierno 
local, como máximo, en un ejercicio económico, así como los ingresos previstos para financiar el gasto. De 
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esta forma, el presupuesto de la entidad se configura como un instrumento de planificación económica 
y permite que la ciudadanía conozca en qué se gasta el dinero público (estado de gasto del presupuesto) 
y de dónde provienen los recursos que van a financiar dicho gasto (estado de ingresos del presupuesto).

2.2.1.2.1.2. Tributos locales
La Ley Reguladora de las Haciendas Locales diseña el marco general de recursos financieros de las 
entidades locales en el apartado primero de su artículo 2, estableciendo una relación de las distintas 
fuentes de financiación.

De entre todos los referidos recursos, destacan por su especial trascendencia los tributos propios, los 
cuales constituyen la fuente básica de financiación de dichas entidades.

Tal como referíamos en el apartado anterior, la Ley General Tributaria establece exigencias para la Ad-
ministración tributaria tendentes a reforzar las garantías de los contribuyentes. 

En este sentido, es principal la obligación de resolver expresamente en el plazo establecido. Así, junto 
con el mandato de carácter general que viene recogido en el artículo 21.1 de la Ley 39/2015, de 1 de oc-
tubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas que dispone que la 
«..Administración está obligada a dictar resolución expresa y a notificarla en todos los procedimientos 
cualquiera que sea su forma de iniciación», encontramos en el ámbito sectorial tributario el artículo 103.1 
de la Ley General Tributaria que establece lo siguiente: «La Administración tributaria está obligada a 
resolver expresamente todas las cuestiones que se planteen en los procedimientos de aplicación de los 
tributos, así como a notificar dicha resolución expresa» y el 104.1 que determina que «El plazo máximo 
en que debe notificarse la resolución será el fijado por la normativa reguladora del correspondiente 
procedimiento, sin que pueda exceder de seis meses, salvo que esté establecido por una norma con 
rango de ley o venga previsto en la normativa comunitaria europea. Cuando las normas reguladoras de 
los procedimientos no fijen plazo máximo, éste será de seis meses»”. 

Pues bien, la demora en resolver en plazo es un tema recurrente cada año en las quejas que nos llegan 
a la Defensoría relativas a interposición de recursos, reclamaciones y solicitudes de devolución de in-
gresos indebidos.

Tras estas quejas suele encontrarse la falta de adecuación de los recursos humanos de las administra-
ciones locales destinados a estas tareas, en relación con el volumen de expedientes gestionados. 

Es pertinente subrayar que, el silencio administrativo debe entenderse como una medida excepcional de 
finalización de un expediente, pues sitúa a la ciudadanía en una posición vulnerable, ya que les impide 
conocer la voluntad administrativa con respecto a su solicitud y dificulta la posibilidad de revisar dicha 
respuesta. Son frecuentes las quejas en las que los ciudadanos expresan malestar por el funcionamiento 
de los órganos encargados de la gestión y recaudación tributaria a través de los ayuntamientos y dipu-
taciones provinciales.

Entre las diversas materias planteadas en las quejas recibidas sobre gestión de tributos locales a lo largo 
del año 2024, podemos referir las siguientes:

2.2.1.2.1.2.1. En relación con el Impuesto sobre 
Vehículos de Tracción Mecánica

La gestión, liquidación y recaudación de este impuesto recae en el municipio del permiso de circulación 
del vehículo. Son frecuentes las quejas en las que el ciudadano solicita la exención en el impuesto y no 
obtiene respuesta. Un ejemplo concreto fue el caso de la queja 24/1217, donde el interesado manifesta-
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https://www.defensordelpuebloandaluz.es/responden-al-recurso-de-reposicion-presentado-por-una-persona-contra-la-liquidacion-de-ivtm
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